
 
 
 



 
 
 
 
 

Desde antes del verano de 2006, miles de personas 
han salido a la calle en diferentes ciudades españolas 
para denunciar una realidad intolerable: centenares de 
miles de ciudadanos no tienen acceso a algo tan 
elemental cono una vivienda en la que poder 
desarrollar una vida libre y digna, muchos más 
subsisten ahogados por hipotecas abusivas e 
interminables, las condiciones laborales paralelamente 
se deterioran y agravan aún más el problema. En la 
práctica, pues, el artículo 47 de la Constitución de 
1978, que teóricamente garantizaba el derecho a la 
vivienda de todas y todos, se convierte en papel 
mojado. 
  
Ello coincide con la aparición en los medios de 
comunicación de un sinnúmero de casos de corrupción 
urbanística repartidos por toda la geografía nacional, 
sin ser éstos más que la punta del iceberg del gran 
saqueo de riqueza pública al que viene siendo 
sometido este país desde hace décadas por bancos, 
constructores y promotores inmobiliarios con la 
aquiescencia cuando no abierta cooperación de 
diferentes poderes públicos. En suma, el lucro 
desmedido de unos pocos sobre la base de un 
urbanismo desaforado, insostenible ecológica, social y 
económicamente y profundamente irracional, es 
posible por y a la vez es causa de la vulneración del 
derecho a la vivienda de la inmensa mayoría.  
 
 



 
 
 
Sólo medidas radicales que desmantelen la inmensa 
trama de intereses económicos que hay tras el 
urbanismo y el mercado inmobiliario en nuestro país 
harán posible acabar con el actual estado de cosas. La 
lucha por la vivienda digna y contra la corrupción son 
en el fondo la misma lucha, según concluía en informe 
del Comité Federal del PCE de 18 de noviembre de 
2006. 
 
Para abordar tales materias convoca el PCE estas 
jornadas, abiertas no sólo a sus militantes, sino a 
personas y organizaciones sociales que quieran 
diagnosticar la realidad con nosotros y diseñar una 
estrategia de transformación.  
 
 
 

 
 
 

 



 
 

 


